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1. Novedades en el ámbito fiscal 

 

1.1 Normativa 
 
Resolución de 23 de junio de 2026 (BOE 3 de julio de 2026), de la Presidencia de la Agencia Estatal 

de Administración Tributaria, por la que se modifica la de 24 de marzo de 1992, sobre organización 

y atribución de funciones a la inspección de los tributos en el ámbito de la competencia del 

Departamento de Inspección financiera y Tributaria. 

 

Resolución de 23 de junio de 2026, (BOE 3 de julio de 2026), de la Presidencia de la Agencia Estatal 

de Administración Tributaria, por la que se modifica la de 13 de enero de 2021, sobre organización 

y atribución de funciones en el Área de Aduanas e Impuestos Especiales. 

 

Orden HAC/674/2026, de 2 de julio, (BOE 4 de julio de 2026), por la que se establecen 

adaptaciones y concreciones relativas a las ayudas a los sectores del transporte terrestre por 

carretera contempladas en los artículos 55 y 58 del Real Decreto-ley 7/2026, de 20 de marzo, por 

el que se aprueba el Plan Integral de Respuesta a la Crisis en Oriente Medio, en materia de 

adecuación al régimen de ayudas de Estado. 

 

Corrección de errores de la Orden HAC/623/2026, de 12 de junio, (BOE 4 de julio de 2026), por la 

que se modifican la Orden EHA/3316/2010, de 17 de diciembre, por la que se aprueban los 

modelos de autoliquidación 210, 211 y 213 del Impuesto sobre la Renta de No Residentes, que 

deben utilizarse para declarar las rentas obtenidas sin mediación de establecimiento permanente, 

la retención practicada en la adquisición de bienes inmuebles a no residentes sin establecimiento 

permanente y el gravamen especial sobre bienes inmuebles de entidades no residentes, y se 

establecen las condiciones generales y el procedimiento para su presentación y otras normas 

referentes a la tributación de no residentes; la Orden EHA/3290/2008, de 6 de noviembre, por la 

que se aprueban el modelo 216 «Impuesto sobre la Renta de No Residentes. Rentas obtenidas sin 

mediación de establecimiento permanente. Retenciones e ingresos a cuenta. Declaración-

documento de ingreso» y el modelo 296 «Impuesto sobre la Renta de No Residentes. No 

residentes sin establecimiento permanente. Declaración anual de retenciones e ingresos a 

cuenta»; y la Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio, por la que se establecen el procedimiento y 
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las condiciones para la domiciliación del pago de determinadas deudas cuya gestión tiene 

atribuida la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

 

Acuerdo Administrativo entre España y el Reino Unido, (BOE 18 de julio de 2026), con respecto a 

Gibraltar, en materia de aplicación, hecho en Madrid el 25 de junio de 2026. 
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1.2. Jurisprudencia y doctrina 
 
 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO N. 827/2026 DE 1 DE JULIO DE 2026  

IRPF / IP / ISD: EMPRESA FAMILIAR FUENTE PRINCIPAL DE RENTA  

• Descripción de los hechos: El contribuyente transmitió gratuitamente a su hijo 

determinados inmuebles afectos a una actividad agraria. En su IRPF no declaró ganancia 

patrimonial por entender aplicable el artículo 33.3.c) de la LIRPF, que excluye la existencia 

de ganancia o pérdida en determinadas transmisiones lucrativas de empresa familiar. La 

Administración regularizó al considerar que la actividad agraria no constituía su principal 

fuente de renta, comparando los rendimientos netos de la actividad con otras rentas, en 

particular con los rendimientos del trabajo. 

 

• Análisis de la cuestión: La cuestión central es cómo debe comprobarse si la actividad 

económica o profesional constituye la principal fuente de renta cuando las rentas 

comparadas se determinan por métodos distintos. La Administración defendía el criterio 

de los rendimientos netos, sin embargo, el Tribunal Supremo advierte que esa regla no 

puede aplicarse de forma automática cuando unas rentas se calculan en estimación 

objetiva y otras en estimación directa, porque las magnitudes resultantes no son 

homogéneas ni comparables. Por ello, para verificar si la actividad económica o 

profesional es la fuente principal de renta debe atenderse a los rendimientos íntegros o 

brutos, que reflejan mejor el importe efectivamente percibido por el contribuyente. El 

Tribunal opta por una comparación más homogénea cuando la utilización de magnitudes 

netas impediría medir de forma razonable cuál es la fuente principal de renta. 

 

• Conclusión: El Tribunal Supremo desestima el recurso de la Administración y confirma 

que, en este tipo de supuestos, la comparación debe realizarse sobre rendimientos 

íntegros. La doctrina resulta relevante para la aplicación de beneficios vinculados a 

empresa familiar, ya que evita que el uso de distintos métodos de determinación de 

rentas impida comparar correctamente la importancia real de la actividad económica. 
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TEAC N. 7082/2025 DE 24 DE JUNIO DE 2026  

IRPF: SEGURO DE VIDA HIPOTECARIO DEDUCIBLE EN ALQUILERES  

• Descripción de los hechos: Un contribuyente declaró rendimientos del capital inmobiliario 

por el arrendamiento de dos viviendas financiadas mediante un crédito con garantía 

hipotecaria. En su autoliquidación dedujo los intereses del préstamo y también las primas 

de un seguro de vida vinculado a dicha financiación. La Administración admitió la 

deducibilidad de los intereses, pero rechazó la prima del seguro de vida al considerar que 

el seguro no era obligatorio para acceder al préstamo y que su falta de contratación solo 

implicaba un mayor tipo de interés 

 

• Análisis de la cuestión: El TEAC analiza si la prima del seguro puede considerarse gasto 

necesario para obtener los rendimientos del capital inmobiliario. Aunque el seguro de 

vida no encaja en el listado de seguros sobre el inmueble (responsabilidad civil, incendio, 

robo u otros análogos), el Tribunal atiende a su función económica, ya que el seguro 

formaba parte de las condiciones financieras del préstamo y permitía obtener una 

bonificación en el tipo de interés. En consecuencia, la prima opera como un gasto de 

financiación, porque afecta directamente al coste de los capitales ajenos invertidos en la 

adquisición o construcción del inmueble arrendado. El TEAC realiza una interpretación 

finalista: si los intereses son deducibles, no tendría sentido negar la deducción de un gasto 

que reduce esos mismos intereses, pues se estaría gravando una capacidad económica 

superior a la realmente obtenida.  

 

• Conclusión: El TEAC fija criterio contrario al mantenido por la Dirección General de 

Tributos (en adelante DGT) las primas de seguro de vida incluidas en las condiciones del 

préstamo hipotecario que grava el inmueble arrendado son deducibles como gasto de 

financiación, aunque su contratación no sea estrictamente obligatoria si permite bonificar 

el tipo de interés. La deducción queda sujeta a los límites propios de los gastos financieros 

en rendimientos del capital inmobiliario. 
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CONSULTA VINCULANTE N. 0792-26 DE 9 DE ABRIL DE 2026  

IIVTNU: EL VALOR DE REFERENCIA NO SUSTITUYE AL PRECIO PACTADO  

• Descripción de los hechos: El consultante va a transmitir un inmueble por compraventa 

mediante un precio cierto pactado entre las partes. Ese precio es inferior al valor de 

referencia catastral. Además, el valor por el que el inmueble fue adquirido en su día es 

superior al precio actual de venta, aunque inferior al valor de referencia. A efectos de la 

plusvalía municipal, el interesado plantea la aplicación del supuesto de no sujeción por 

inexistencia de incremento de valor del artículo 104.5 del TRLRHL. El Ayuntamiento, sin 

iniciar un procedimiento específico de comprobación, pretende tomar como valor de 

transmisión el valor de referencia del Catastro y no el precio pactado en la escritura. 

 

• Análisis de la cuestión: La DGT recuerda que, para comprobar si existe o no incremento 

de valor en el IIVTNU, debe compararse el valor de transmisión y el de adquisición del 

terreno, tomando en cada caso el mayor entre el que conste en el título y el comprobado, 

en su caso, por la Administración. La norma reguladora de la plusvalía municipal no 

establece, a diferencia del ISD o del ITP y AJD, que el valor de referencia catastral sea 

automáticamente el valor de transmisión. Por ello, el Ayuntamiento no puede sustituir sin 

más el precio pactado por el valor de referencia. Si entiende que el valor declarado no 

refleja el valor real, debe iniciar un procedimiento de comprobación, justificar la 

utilización del valor fijado por Catastro y motivar la regularización. Además, el valor que 

se determine a efectos del IIVTNU no vincula por sí mismo a otros impuestos ni a otras 

administraciones tributarias.  

 

• Conclusión: Para la plusvalía municipal, el valor de referencia no sustituye 

automáticamente al precio pactado. El Ayuntamiento solo podrá utilizar un valor distinto 

si lo comprueba y motiva adecuadamente. El valor fijado en ese procedimiento tendrá 

efectos para el IIVTNU, pero no vincula a otros tributos. 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO N. 746/2026 DE 16 DE JUNIO DE 2026  

IRPF: SALARIOS LITIGIOSOS IMPUTACIÓN TRAS RECLAMACIÓN JUDICIAL  

• Descripción de los hechos: Un trabajador obtuvo el reconocimiento de diferencias 

salariales derivadas de una sentencia dictada en un procedimiento de conflicto colectivo. 

Esa sentencia reconocía un derecho general de los trabajadores a percibir un incremento 

salarial, pero no fijaba una cantidad concreta a favor del trabajador afectado. 

Posteriormente, este tuvo que acudir a una reclamación individual frente a la empresa, 

que terminó con un acuerdo aprobado judicialmente en 2019, en el que se determinó la 

cantidad concreta a cobrar. El contribuyente solicitó la rectificación de su IRPF de 2019, 

mientras que la Administración entendía que las rentas debían imputarse al ejercicio 

2017, año en que fue firme la sentencia colectiva. 

 

• Análisis de la cuestión: El Tribunal Supremo analiza las reglas de imputación temporal del 

artículo 14 de la LIRPF. Cuando existe controversia judicial sobre el derecho a percibir una 

renta o sobre su cuantía, los importes se imputan al período en que la resolución judicial 

adquiere firmeza. En este caso, la sentencia colectiva no determinó una deuda líquida, 

vencida y exigible a favor del trabajador concreto, sino que reconoció un derecho 

abstracto. Fue necesario un procedimiento individual posterior para que la empresa 

reconociera la deuda concreta. Por tanto, la renta no podía considerarse exigible con la 

sola firmeza de la sentencia colectiva, sino cuando se aprobó la conciliación individual o, 

en su caso, cuando fuera firme la sentencia individual que reconociera la cantidad. Esta 

distinción es relevante porque la sentencia colectiva puede servir como presupuesto 

jurídico, pero no siempre convierte automáticamente la renta en exigible para cada 

trabajador. Si después resulta necesario promover una acción individual para que se 

concrete la deuda y la empresa reconozca el importe debido, la exigibilidad nace en ese 

segundo momento. El criterio evita obligar al contribuyente a declarar cantidades que 

todavía no puede reclamar de forma cierta. 

 

 



 

8 
 

 

• Conclusión: Los salarios derivados de un conflicto colectivo se imputan al ejercicio en que 

se aprueba la conciliación individual con reconocimiento de deuda, o al de firmeza de la 

sentencia individual que concrete el importe debido. En el caso analizado, procede la 

imputación en 2019, no en 2017, porque hasta entonces el trabajador no tenía 

reconocido un crédito salarial concreto y exigible. 

 

TEAC N. 3014/2024 DE 30 DE ABRIL DE 2026   

RECAUDACIÓN: EMABRGO DE CUENTA: PROTECCIÓN SOLO DEL SALARIO    

• Descripción de los hechos: La Administración practicó el embargo del saldo existente en 

una cuenta bancaria de una deudora tributaria. En esa cuenta se ingresaba una pensión, 

pero también constaban otros movimientos e ingresos de naturaleza distinta, como 

reintegros, operaciones de cajero y otros abonos. La interesada impugnó la diligencia 

alegando que la cuenta era la única en la que percibía su pensión y que el saldo debía 

quedar protegido por los límites de inembargabilidad de sueldos, salarios y pensiones. El 

TEAR estimó la reclamación al entender que el saldo embargado era inferior a la cuantía 

protegida, y la AEAT recurrió en unificación de criterio. 

 

• Análisis de la cuestión: El TEAC parte de la regla de que los sueldos, salarios y pensiones 

gozan de los límites de inembargabilidad del artículo 607 de la LEC, incluso cuando se 

ingresan en una cuenta bancaria. No obstante, esa protección no convierte 

automáticamente en inembargable todo el saldo de la cuenta. Cuando en la cuenta se 

mezclan pensiones o salarios con otros importes embargables, debe analizarse de forma 

individualizada el origen de los fondos y los movimientos bancarios. Si el saldo existente 

en el momento del embargo procede de importes distintos del salario, sueldo o pensión, 

será embargable. Si no puede identificarse con claridad el origen del dinero, el TEAC 

adopta un criterio práctico: se consideran gastadas en primer lugar las cantidades 

correspondientes al sueldo o pensión inembargable, de modo que solo queda protegido 

el importe que realmente pueda atribuirse a esos conceptos en el momento del embargo. 

La resolución pretende evitar dos efectos contrarios a la norma: por un lado, que la 

Administración embargue importes que realmente corresponden a pensiones o salarios 
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protegidos; por otro, que el simple ingreso de una pensión en una cuenta sirva para 

blindar cantidades de distinta procedencia.  

 

• Conclusión: El TEAC fija doctrina en cuentas con ingresos salariales o pensiones y otros 

abonos, no todo el saldo queda protegido. Debe determinarse qué parte procede de 

sueldos, salarios o pensiones y aplicar a esa parte los límites legales, el resto es 

embargable. Si no se puede conocer el origen, se presume consumida primero la parte 

salarial o de pensión protegida. 

 

CONSULTA VINCULANTE N. 0688-26 DE 13 DE MARZO DE 2026  

LGT: NUEVO PROPIETARIO RESPONDE POR DEUDAS ANTERIORES 

• Descripción de los hechos: La consultante se plantea adquirir un inmueble integrado en 

una comunidad de propietarios y pregunta si, al pasar a formar parte de dicha comunidad, 

puede responder de deudas tributarias devengadas con anterioridad a la compra. La 

consulta se centra en el alcance del artículo 42.1.b) LGT, que establece la responsabilidad 

solidaria de los partícipes o cotitulares de entidades sin personalidad del artículo 35.4 

LGT, en proporción a su participación, respecto de las obligaciones tributarias materiales 

de dichas entidades. 

 

• Análisis de la cuestión. La adquisición de un piso o local no supone solo la compra de una 

parte privativa, sino también la incorporación automática a la comunidad en la proporción 

correspondiente, con los derechos y obligaciones inherentes al régimen de propiedad 

horizontal. Por ello, la responsabilidad del artículo 42.1.b) LGT se proyecta sobre quienes 

formen parte de la comunidad en el momento de la derivación, aunque la deuda tributaria 

se hubiera devengado antes de su incorporación. Ello no impide que, si el responsable 

paga, pueda ejercitar la acción de regreso frente a la comunidad o frente a quien 

corresponda. 
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• Conclusión: La DGT concluye que el nuevo propietario puede ser declarado responsable 

solidario de deudas tributarias anteriores de la comunidad de propietarios, siempre en 

proporción a su participación y aunque las deudas se hubieran devengado antes de 

adquirir el inmueble. Esta responsabilidad no elimina el posible derecho de reembolso 

frente a la comunidad en los términos previstos en la normativa civil y tributaria 
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1.3 Calendario del contribuyente. 
 
HASTA EL 12 DE AGOSTO 

 

INTRASTAT – Estadística Comercio Intracomunitario 
 Julio 2026: Obligados a suministrar información estadística. 

 

HASTA EL 20 DE AGOSTO 

 
RENTA Y SOCIEDADES 
Retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, actividades económicas, premios y 

determinadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta, ganancias derivadas de acciones y 

participaciones de las Instituciones de Inversión Colectiva, rentas de arrendamiento de inmuebles 

urbanos, capital mobiliario, personas autorizadas y saldos en cuentas y, de rentas de no residentes 

obtenidas sin establecimiento permanente. 

 
 Julio 2026. Grandes empresas: 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230 

 

 
IVA 
Solicitud de devolución por sujetos pasivos en el régimen simplificado del IVA y que ejerzan la actividad 

de transporte de viajeros o de mercancías por carretera, por adquirir determinados medios de 

transporte: 308 

 

IMPUESTOS ESPECIALES DE FABRICACIÓN 

 Mayo 2026. Grandes empresas: 561, 562, 563 

 Julio 2026: 548, 566, 581 

 Julio 2026: 573 (autoliquidación), A24 (Solicitud de devolución) 

 Declaración de operaciones por los destinatarios registrados, representantes fiscales y 

receptores autorizados: 510. 

 

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE LA ELECTRICIDAD 
 Julio 2026. Grandes empresas: 560 
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IMPUESTOS MEDIOAMBIENTALES 
 Julio 2026. Impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables. Autoliquidación: 

592 

 

IMPUESTO SOBRE LAS TRANSACCIONES FINANCIERAS 
 Julio 2026: 604 

 

HASTA EL 31 DE AGOSTO 
 
IVA 
 Julio 2026. Autoliquidación: 303. 

 Julio 2026. Grupo de entidades, modelo individual: 322. 

 Julio 2026. Grupo de entidades, modelo agregado: 353. 

 Julio 2026. Ventanilla única – Régimen de importación: 369 

 Julio 2026. Operaciones asimiladas a las importaciones: 380 

 

Declaración informativa mensual de las operaciones realizadas por los empresarios o 
profesionales adheridos al sistema de gestión de cobros a través de cualquier tipo de 
tarjetas y mediante pagos asociados a números de teléfono móvil 
 

 Junio 2026: 170 

 
Declaración informativa mensual de cuentas en toda clase de instituciones financieras y 
resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos del capital 
mobiliario y rentas obtenidas por la contraprestación derivada de cuentas en toda clase 
de instituciones financieras 
 

 Junio 2026: 196 
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Resolución de 23 de junio de 2026 8BOE 3 de julio de 2026),  de la Presidencia 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se modifica la de 
24 de marzo de 1992, sobre organización y atribución de funciones a la 
inspección de los tributos en el ámbito de la competencia del Departamento 
de Inspección financiera y Tributaria. 

En materia fiscal este mes destacamos… 
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2. Novedades en el ámbito jurídico 

 
2.1. Normativa 
 

Ley Orgánica 2/2026, de 30 de junio, (BOE 2 de julio de 2026), de modificación de la Ley Orgánica 

5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, para adaptarla a la reforma del apartado 3 del 

artículo 69 de la Constitución. 

 

Orden VFL/1014/2026, de 1 de julio, (BOA 10 de julio de 2026), por la que se da publicidad al Acuerdo 

de 24 de junio de 2026, del Gobierno de Aragón, sobre la declaración de zona de mercado residencial 

tensionado en la Comunidad Autónoma de Aragón. 

 

Orden VFL/1008/2026, de 26 de junio, (BOA 10 de julio de 2026), por la que se establecen las bases 

reguladoras para la concesión de subvenciones de fomento de viviendas públicas y rehabilitación de 

inmuebles en municipios de Aragón de menos de tres mil habitantes. 

 

Real Decreto 592/2026, de 15 de julio, (BOA 16 de julio de 2026), por el que se regula el régimen 

jurídico de las entidades del Tercer Sector de Acción Social colaboradoras con la Administración 

General del Estado. 

 

Real Decreto 609/2026, de 22 de julio, (BOE 23 de julio de 2026), por el que se regula la concesión 

directa de ayudas a la compra de vehículos eléctricos y electrificados (Programa Auto+). 

 

Ley 3/2026, de 30 de junio, (BOE 23 de julio de 2026), de Apoyo a la Empresa Familiar. 

 

Real Decreto 611/2026, de 22 de julio, (BOE 23 de julio de 2026), de impulso a la descarbonización del 

sector del transporte y fomento de los combustibles renovables, y por el que se modifican diversos 

reales decretos en la materia. 

 

ORDEN AGA/1098/2026, de 13 de julio, (BOA 28 de julio de 2026), por la que se convocan subvenciones 

destinadas a apoyar la nueva participación en regímenes de calidad en el marco del Plan Estratégico 

Nacional de la PAC 2023-2027 para Aragón, para el año 2026. 
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Real Decreto 638/2026, de 29 de julio, (BOE 30 de julio de 2026), por el que se regula la concesión 

directa de ayudas para impulsar un plan de choque para la renovación de equipamiento en el sector 

de la hostelería. 

 

Ley Foral 11/2026, de 2 de julio, (BOE 28 de julio de 2026 – Comunidad Foral de Navarra), reguladora 

del arrendamiento de habitaciones. 
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2.2. Jurisprudencia y doctrina 
 
 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1089/2026 DE 3 JUL. 2026, REC. 

7057/2023 

SOCIEDADES DE CAPITAL. Ejercicio del derecho de separación por uno de los socios por causa 

estatutaria (acuerdo de fusión y escisión parcial). Nombramiento por la registradora mercantil de 

experto independiente para la valoración de las participaciones sociales. Impugnación por la 

sociedad de la resolución de la DGSJFP que confirmó la procedencia del nombramiento. 

Desestimación de la demanda. El control judicial del nombramiento de un experto independiente 

por el registrador para la valoración de participaciones sociales se limita exclusivamente a 

determinar si el registrador actuó de manera correcta al resolver el expediente y designar al 

experto. Por su parte, la función del registrador se limita a comprobar la concurrencia de los 

presupuestos para proceder al nombramiento, no se extiende al examen del fondo del asunto, de 

modo que no es competente para revisar el correcto ejercicio por el socio del derecho de 

separación. 

 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1126/2026 DE 9 JUL. 2026, REC. 

7071/2022 

SOCIEDADES DE CAPITAL. Suscripción de un contrato de préstamo por la sociedad (como 

prestamista) y uno de los dos socios (como prestatario). Demanda de la sociedad por la que 

reclama al socio el importe del préstamo más intereses y reconvención del socio por la que insta 

que se compense la deuda del préstamo con la cantidad que le debe la mercantil y se condene a 

la sociedad a pagarle la diferencia entre ambos importes más intereses. Estimación de la demanda 

y de la reconvención. El documento suscrito por los dos socios (aportado con la reconvención, del 

que resulta el importe total adeudado por la sociedad al demandado/reconviniente) no se 

corresponde, en modo alguno, con un pacto parasocial, ni siquiera con un pacto de atribución, ni 

tampoco con un pacto de relación, sino que se limita a corroborar, fundamentalmente, el 

reconocimiento de la deuda de la mercantil a favor del socio. Consideración por la Audiencia como 

pacto parasocial en el contexto del análisis de la prueba documental en orden a tener por 

acreditado el reconocimiento de la deuda de la mercantil al socio a fin de proceder a su 

compensación. 
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TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1058/2026 DE 1 JUL. 2026, REC. 

5358/2023 

DERECHO CONCURSAL. Demanda de modificación del convenio aprobado en el concurso de 

acreedores en aplicación de la normativa Covid-19. Desestimación. Presentación extemporánea 

de la solicitud por el concursado, el 27 de diciembre de 2021. Aplicación de la redacción originaria 

del art. 3.2 de la Ley 3/2020. Si, como en el caso de autos, hubo una solicitud previa de declaración 

de incumplimiento del convenio por un acreedor, el concursado, desde la fecha límite para la 

presentación de dicha solicitud, el 31 de octubre de 2020, disponía de un plazo de tres meses para 

presentar la propuesta de modificación del convenio, es decir, hasta el 31 de enero de 2021. No 

es aplicable la última moratoria aprobada para presentar la propuesta de modificación (hasta el 

31 de diciembre de 2021), prevista para los casos en los que no se había presentado una previa 

solicitud de declaración de incumplimiento del convenio. Lo procedente habría sido que se 

tramitase esa solicitud una vez transcurrido el mencionado plazo de tres meses sin que el deudor 

hubiese presentado la propuesta de modificación del convenio. 

 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1065/2026 DE 1 JUL. 2026, REC. 

4237/2024 

DERECHO CONCURSAL. Reintegración de la masa activa. Acción rescisoria. Desestimación de la 

ejercitada por la administración concursal respecto de una serie de pagos realizados por la 

concursada (cancelaciones de operaciones de confirming) con cargo a una póliza de crédito 

avalada por el ICO. Inexistencia de perjuicio para la masa activa, atendida la naturaleza de las 

obligaciones satisfechas y el lapso de tiempo transcurrido entre los pagos y la declaración de 

concurso. Los pagos se realizan con una antelación de 6 meses a la apertura del concurso y vienen 

provocados por la operativa comercial de la compañía, que aseguraba el pago de sus obligaciones 

ordinarias mediante una póliza de confirming. Aunque algunos de los créditos satisfechos dentro 

de la operativa del confirming no estaban todavía vencidos, lo hicieron en cualquier caso al mes 

siguiente y, lo que es más relevante, casi 6 meses antes de la declaración de concurso. Además, 

formaba parte de la operativa ordinaria del servicio de confirming, convenido con el banco, que 

se pudieran satisfacer anticipadamente algunas obligaciones. 
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TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1075/2026 DE 2 JUL. 2026, REC. 

8997/2021 

COMPRAVENTA. Adquisición de máquina lijadora con grupo de aspiración por sociedad dedicada 

a la realización de obras y prestación de servicios de carpintería. Reclamación del precio pendiente 

de pago. Desestimación de la demanda. Prescripción de la acción. Aplicación del plazo prescriptivo 

de 3 años del art. 1967.I.4.ª CC, y no del de 5 años establecido en el art. 1964 del mismo Texto 

Legal. Concurre el presupuesto de hecho de aquel precepto (abono a los empresarios del precio 

de los géneros vendidos a otros que no lo sean, "o que siéndolo se dediquen a distinto tráfico"). 

Su tenor literal establece su aplicación a cualquier reclamación de pago del precio de los géneros 

vendidos por un comerciante a otro que se dedique a distinto tráfico, por lo que resulta 

indiferente que éste destine los bienes comprados al uso, instalación, explotación o consumo 

empresarial. 

 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA PRIMERA, DE LO CIVIL, SENTENCIA 1148/2026 DE 15 JUL. 2026, REC. 

4981/2020 

PRÉSTAMO HIPOTECARIO. Vencimiento anticipado por incumplimiento de la prestataria. Impago 

de 12 cuotas mensuales al tiempo de interponerse la demanda, sin que desde entonces se haya 

efectuado ningún abono (actualmente los impagos rebasan las 100 cuotas). Calificación de este 

incumplimiento como grave y esencial e indicativo de una falta de seguridad en el cobro del 

crédito, sin que la deudora, requerida de pago, haya ofrecido nuevas garantías. Dejación sin 

efecto, de oficio, del pronunciamiento de la Audiencia que faculta a la entidad demandante a 

instar la ejecución de la sentencia por los cauces de la ejecución hipotecaria. En el procedimiento 

declarativo no cabe pronunciarse sobre el procedimiento de ejecución de la sentencia de condena 

dineraria dictada en juicio declarativo, por exceder del ámbito propio de la sentencia declarativa. 

El procedimiento de ejecución deberá ser iniciado por el acreedor mediante la interposición de la 

correspondiente demanda ejecutiva y en dicho procedimiento deberán resolverse todas las 

cuestiones que se susciten en torno a la ejecución. 
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Real Decreto 609/2026, de 22 de julio, (BOE 23 de julio de 2026), por el que se 

regula la concesión directa de ayudas a la compra de vehículos eléctricos y 

electrificados (Programa Auto+). 

En materia mercantil este mes destacamos… 
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 3. Novedades en el ámbito laboral 

 
3.1. Normativa 
 

ORDEN ECE/1026/2026, de 23 de junio, (BOA 14 de julio de 2026), por la que se convocan para el año 

2026, las subvenciones destinadas a los programas experienciales de empleo y formación TándEM, en 

el ámbito de la Comunidad Autónoma de Aragón. 

 

Resolución de 2 de junio de 2026, (BOE 15 de julio de 2026), de la Dirección general del Servicio Público 

de Empleo Estatal, por la que se habilitan trámites y actuaciones a través del canal telefónico y 

telemático mediante determinados sistemas de identificación y expresión de voluntad y se regulan 

aspectos relativos a la presentación y firma de solicitudes mediante formularios electrónicos a través 

de ambos canales en el ámbito de las prestaciones por desempleo. 

 

Resolución de 7 de julio de 2026, (BOE 17 de julio de 2026), de la Secretaría de Estado de la Seguridad 

Social y Pensiones, por la que se establece la planificación general de las actividades preventivas de la 

Seguridad Social a desarrollar por las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en sus planes de 

actividades del año 2027. 

 

Resolución de 8 de julio de 2026, (BOE 21 de julio de 2026), de la Secretaría de Estado de trabajo, por 

la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 de junio de 2026, por el que se aprueba el 

Plan Anual para el Fomento del Empleo Digno 2026. 

 

Real Decreto 607/2026, de 22 de julio, (BOE 25 de julio de 2026), por el que se regula la relación laboral 

especial de las personas artistas que desarrollan su actividad en las artes escénicas, audiovisuales y 

musicales, así como de las personas que realizan actividades técnicas o auxiliares necesarias para el 

desarrollo de dicha actividad. 

 

Real Decreto 632/2026, de 29 de julio, (30 de julio de 2026), por el que se modifica el anexo del Real 

Decreto 1851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley General de 

la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en cuanto a la 

anticipación de la jubilación de las personas trabajadoras con discapacidad en grado igual o superior al 

45 por ciento. 
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Real Decreto 643/2026, de 29 de julio, (BOE 30 de julio de 2026), por el que se modifican el Reglamento 

General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores 

en la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, y el Reglamento General 

de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio. 

 

Real Decreto-ley 20/2026, de 29 de julio, (BOE 30 de julio de 2026), por el que se establecen medidas 

urgentes de protección laboral y social frente a los incendios forestales. 
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3.2. Jurisprudencia y doctrina 
 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA CUARTA, DE LO SOCIAL, SENTENCIA 632/2026 DE 7 JUL. 2026, REC. 

193/2025 

VACACIONES. Validez del acuerdo empresarial sobre sistema de fijación y disfrute de vacaciones 

alcanzado con el comité de empresa. La empresa no estaba obligada a acudir al procedimiento de 

descuelgue para establecer los criterios de articulación de los turnos vacacionales. El sistema 

discutido deriva de un acuerdo alcanzado con el comité de empresa, utilizando la vía de 

negociación específicamente prevista en el convenio colectivo para la planificación anual de las 

vacaciones. No se trata, por tanto, de inaplicar el convenio, sino de desarrollar una habilitación 

expresa contenida en él. 

 

TRIBUNAL SUPREMO, SALA CUARTA, DE LO SOCIAL, SENTENCIA 629/2026 DE 7 JUL. 2026, REC. 

163/2025 

PERMISOS RETRIBUIDOS. Convenio de empresa que preveía 3 días de permiso, ampliables hasta 

6 si hay desplazamiento de más de 75 km, frente a la reforma del art. 37.3 ET que fija un mínimo 

legal de 5 días sin distinguir desplazamiento. La mejora convencional no se suma como tres días 

extra sobre los cinco legales (no hay permiso de 8 días), sino que se integra en el nuevo mínimo: 

el máximo pasa a ser 6 días en caso de desplazamiento, respetando el carácter de norma mínima 

del Estatuto. No se puede simplemente sumar los nuevos días legales a los antiguos del convenio 

como si fueran bloques independientes. 
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Resolución de 8 de julio de 2026, (BOE 21 de julio de 2026), de la Secretaría de 

Estado de trabajo, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros 

de 16 de junio de 2026, por el que se aprueba el Plan Anual para el Fomento 

del Empleo Digno 2026. 

En materia laboral este mes destacamos… 



 
 

 
 

 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La información contendida en este documento es de carácter general y no constituye asesoramiento jurídico. 
Cualquier actuación fundamentada en la presente información, debe ser sometida al pertinente asesoramiento 
profesional.  
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